
La designación de los 16 dele-
gados presidenciales regionales
que asumirán el 11 de marzo y la
confirmación del Presidente
electo, José Antonio Kast, de
que no considera eliminar ese
cargo, como lo había prometido,
sin concretarlo, el mandatario
Gabriel Boric, reabrieron el de-
bate sobre los eventuales puntos
débiles y temas pendientes de la
descentralización. Este proceso,
que tuvo su principal elemento
de cambio a partir de 2021, con
la elección de gobernadores, es
visto como una reforma “in-
completa”.

La coexistencia de delegados
y gobernadores, luego de que es-
tos últimos ya acumulen dos
elecciones y algunos sumen dos
períodos, es vista como un espa-
cio con duplicidad de funciones
y con traspasos pendientes de
atribuciones.

Manuel Millones, exintegran-
te de la Comisión Asesora Presi-
dencial para la Descentraliza-
ción de 2014, ex consejero regio-
nal por Valparaíso y futuro dele-
gado presidencial a partir del 11
de marzo, reconoce que la legis-
lación vigente “tiene normas
que pueden generar duplicidad
de funciones”, y menciona que
“ha tenido que ser la Contraloría
General de la República la enti-
dad que zanje diferencias en la
aplicación de ciertas facultades o
precisión de las mismas”.

Considera que “hoy, lo más
urgente es avanzar en un ade-
cuado control de la ejecución
presupuestaria, eficiencia en el
gasto público y transparencia en
el uso de fondos públicos”.

“Contradicción
institucional”

Óscar Crisóstomo (PS), gober-
nador de Ñuble desde 2021 y
reelecto para un segundo perío-
do, que asumió en 2025, dice
que “lo que hoy existe no es solo

duplicidad de funciones, sino
que una contradicción institu-
cional que el Estado no ha queri-
do resolver”. En la misma direc-
ción, argumenta que “Chile eli-
gió gobernadores regionales con
voto ciudadano, pero no se atre-
vió a soltar el control real desde
el nivel central”.

Enfatiza que “conviven dos
autoridades en el mismo territo-
rio, con atribuciones en algunos

casos cruzadas, responsabilida-
des difusas y una ciudadanía
que no entiende quién responde
frente a algunos problemas”.

Crisóstomo asegura que “el
próximo gobierno debe tomar
decisiones de fondo, como elimi-
nar duplicidades, traspasar
competencias reales, además de
avanzar en una Ley de Rentas
Regionales y una de Seguridad
Regional”. 

“Gobernador sin
facultades ante
emergencias”

Sergio Giacaman (indepen-
diente), exintendente de Biobío
y gobernador por esa misma re-
gión desde 2025, dice que si bien
es “legítima la existencia de la fi-
gura del delegado, ya que repre-
senta al Presidente”, “es eviden-
te que debemos avanzar hacia

un modelo en que la toma de de-
cisiones recaiga en el goberna-
dor regional, que es la autoridad
elegida democráticamente por
los habitantes para velar por el
interés regional”.

Para ilustrar la falta de atribu-
ciones, ejemplifica con la reciente
emergencia derivada del incendio
de la provincia de Concepción.
“El gobernador integra el Comité
para la Gestión del Riesgo de De-
sastres (Cogrid), pero no tiene fa-
cultades para adop-
tar decisiones estra-
tégicas”, enfatiza, y
agrega que “el lide-
razgo recae en un
ministro de enlace
designado desde
Santiago que, si
bien facilita la co-
municación con La
Moneda, no necesariamente co-
noce en profundidad la realidad
local ni sus urgencias”.

Según Giacaman, a lo anterior
se suma la necesidad de transferir
competencias que tienen clara
pertinencia local. “Servicios como
Sernatur, la coordinación de los
Servicios de Salud o de la Unidad
Operativa de Control de Tránsito
deberían depender de los gobier-
nos regionales”, enfatiza, ya que
“son áreas cuya gestión exige co-
nocimiento territorial y alinea-
miento con prioridades locales”.

Gustavo Campos, director de
Administración Pública de la
Universidad Central, advierte
que, “a diferencia con lo que
ocurrió en el actual Gobierno, en
el que hasta 2024 solo hay una
gobernación en manos de la
oposición”, que era la de La
Araucanía, esta vez “el gobierno
electo se encontrará con 10 go-
bernaciones que no son afines a
su coalición política”. En su aná-
lisis, “ahí se hace necesario tener
un contrapeso en términos del
manejo de la agenda y del debate
público”.

Sostiene que “los que mejor
representan la descentralización
del país son los gobernadores re-
gionales”, pero plantea que “hay
una función de gobierno inte-
rior, de coordinación política,
que sigue siendo necesaria y
que, en el fondo, es lo que re-
quiere la existencia de un dele-
gado presidencial”.

Campos afirma que “estamos
al debe en afinar bien cuáles son
las atribuciones del gobernador
y del delegado, a fin de que no
haya contraposiciones o duplici-
dad de funciones”. A modo de

ejemplo, dice que
ello no está resuelto
“en las situaciones
de emergencia o res-
pecto del funciona-
miento de los servi-
cios públicos”. Ex-
plica que “la debili-
dad la t ienen los
gobernadores regio-

nales, con atribuciones poco cla-
ras o poco profundas”.

Heinrich von Baer, exvicepresi-
dente de la Comisión Asesora Pre-
sidencial para la Descentraliza-
ción, lamenta que “continúe pen-
diente, desde hace demasiado
tiempo, un gradual, pero real tras-
paso de competencias desde el
Gobierno central a los gobernado-
res regionales”. A su juicio, “se su-
ponía que se lograrían avances
importantes en la gestión del Pre-
sidente Boric, lo que, con frustra-
ción para muchos, no se produjo”.

El futuro gobierno se relacionará con 10 autoridades ajenas a su coalición:

“Duplicidad de funciones” entre
gobernadores y delegados: advierten

“contradicción institucional” sin resolver

VÍCTOR FUENTES BESOAÍN

Facultades que no están claramente definidas son mencionadas también como las
principales dificultades que enfrentan los responsables de liderar las regiones. 

Sergio Giacaman, exintendente y
actual gobernador de Biobío.
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Óscar Crisóstomo, gobernador
reelecto de Ñuble.
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Manuel Millones, ex consejero re-
gional y hoy delegado de Valparaíso.
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GOBERNADOR
La próxima elección de
este cargo es el 29 de
octubre de 2028. La

segunda vuelta, el 26 de
noviembre.
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“Sabotaje”. Esa fue la palabra
utilizada por el ministro de Jus-
ticia, Jaime Gajardo, mientras
abordaba la seguidilla de libera-
ciones erróneas otorgadas por
funcionarios de Gendarmería a
imputados que debían quedar
privados de libertad. Ello, por-
que este tipo de situaciones se
han dado en el contexto de la tra-
mitación de la reforma constitu-
cional a Gendarmería, la que
busca transformar a la institu-
ción en una Fuerza de Orden y
Seguridad y, de paso, eliminar
las asociaciones sindicales, tanto
civiles como uniformadas, de-
nominadas gremios. 

Así, el Ministerio de Justicia
ingresó una denuncia a la Fisca-
lía Metropolitana Occidente con
el fin de que el Foco Penitencia-
rio de dicha jurisdicción pueda
investigar las cuatro liberacio-
nes erróneas que se han produci-
do desde diciembre pasado,
cuando el Presidente Gabriel Bo-
ric anunció el proyecto, el que ya
se encuentra en segundo trámi-
te, con apoyo transversal.

Según conocedores de la in-
terna ministerial y de Gendar-
mería, la tesis de sabotaje no
abordaría solo las libertades mal
otorgadas, sino que también la
seguidilla de siete homicidios
entre internos en las primeras
seis semanas del año, como con-
secuencia de un eventual dolo
en el descontrol penitenciario. 

n “Carga política 
y jurídica”

Las declaraciones del ministro
han generado diversas reaccio-
nes. Para el exfiscal Luis Toledo,
hoy director del Centro de Estu-
dios en Seguridad y Crimen Or-
ganizado de la U. San Sebastián,
el uso del término en pleno de-
bate de la reforma “no es ino-
cuo”. Y desarrolla que “supone
intencionalidad organizada y,
por tanto, tiene una carga políti-
ca y jurídica relevante”. 

Además, agrega que, en el ac-
tual contexto penitenciario de
“sobrepoblación, presión labo-
ral y presencia real de bandas al
interior de las cárceles, ese len-
guaje puede polarizar más que
contribuir a ordenar el debate”.

A su vez, señala que “la auto-
ridad política puede advertir
irregularidades, pero debe ha-
cerlo con prudencia, especial-
mente cuando depende jerár-
quicamente del servicio involu-
crado. De lo contrario, puede
abrir un flanco de desconfianza
o de percepción de descontrol
interno”.

Por su parte, el exdirector de
Gendarmería, Christian Alveal,
pone sobre la mesa que “si no
queremos ver las cárceles trans-
formadas en incubadoras del cri-
men organizado, debiésemos
preocuparnos de cómo moder-
nizamos el sistema penitenciario
con un gran acuerdo político
transversal, y no escandalizar-

nos con términos que no debie-
sen ser el centro del debate”.

n Intencionalidad sería
posible

Pero, más allá del análisis a la
repercusión comunicacional en
los dichos del ministro, entre ex-
pertos evalúan que no es descar-
table su tesis. Así, Toledo cree
que “es ingenuo descartar la hi-
pótesis”. Y que, “en sistemas pe-
nitenciarios permeados por cri-
men organizado, la resistencia a
reformas puede existir”.

De manera similar, Alveal ins-

ta a no olvidar “como contexto
que actualmente existen tres in-
vestigaciones recientes del Mi-
nisterio Público —Alto Hospi-
cio, Iquique; Santiago I, y Alto
Bonito, Puerto Montt— en las
que se encuentran imputados
cerca de un centenar de exfun-
cionarios que hoy se hallan pri-
vados de libertad”. 

Por ello, establece que “casos
como estos evidencian cómo el
crimen organizado ha ido per-
meando progresivamente a la
institución”. Y agrega que,
“desde esta perspectiva, no des-

cartar ninguna hipótesis resulta
una actitud necesaria y respon-
sable; descartarlas a priori sería
improcedente”.

n Llamados a “dar un paso
al costado” desde las “filas”

Las palabras del ministro tam-
bién generaron reacciones en los
gremios. La primera en emitir
pronunciamiento fue la Asocia-
ción Nacional de Suboficiales de
Gendarmería, quienes a través
de un comunicado público soli-
citaron que “el señor ministro
asuma su responsabilidad polí-

tica y dé un paso al costado”.
Ello, por el “déficit de dotación,
sobrecarga laboral y falta de ca-
pacitación”.

En tanto, Pablo Jaque, vocero
del Frente de Trabajadores Peni-
tenciarios, comunicó que lamen-
tan las palabras de Gajardo y que
“no corresponde que un minis-
tro instale en la opinión pública
la duda de que el personal (…)
esté tratando de sabotear la re-
forma constitucional”.

En tanto, desde la Asocia-
ción Nacional de Oficiales Pe-
nitenciarios, su presidente,
Mario Benítez, aborda que es-
tos casos han terminado con la
salida de las jefaturas. Así, in-
dica que, de tener antecedentes
de sabotaje, “se deben revisar
los retiros, bajas y todas las me-

didas que la autoridad haya
adoptado en contra de las líne-
as de mando y jefaturas, puesto
que sería un grave error man-
tener estas decisiones tan gra-
vosas en circunstancias de que
existan sospechas de acciones
intencionadas”.

Por lo tanto, “nuestra asocia-
ción oficiará a la autoridad a fin
de que se reviertan los llamados
a retiro temporal donde no haya
responsabilidades directas o in-
directas de la oficialidad. La res-
ponsabilidad de mando tiene lí-
mites y uno de ellos es el actuar
manifiesto en contra de las nor-
mas por parte del personal, de lo
contrario, esta suerte de corres-
ponsabilidad deja a los mandos
en manos de las malas acciones
de nuestros subalternos”. 

Planteó la posibilidad de que libertades erróneas sean por oposición a reforma constitucional:

Dichos de Gajardo revelarían “descontrol”
en Gendarmería, pero expertos no
descartan hipótesis de “sabotaje” interno

E. CANDIA Y R. GALLARDO

Exautoridades sostienen que, en el contexto de estrés penitenciario, la frase del ministro podría “polarizar”,
aunque llaman a que el foco debiera ser la modernización del sistema y no “términos” específicos.

REFORMA.— El proyecto de reforma a Gendarmería busca integrar al organismo a las Fuerzas de Orden y Seguridad,
eliminando sus asociaciones gremiales.
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